[bookmark: _GoBack]Obligaciones extraterritoriales de los Estados en el área de los derechos humanos: ¿cómo se reflejan en el borrador cero del instrumento vinculante sobre las ETN y los OBE con respecto a los derechos humanos?
El lenguaje actual del borrador cero dice: 
Aunque el borrador cero no hace referencia explícita a las obligaciones extraterritoriales de los “Estados”, sin embargo reconoce en varios artículos importantes que los Estados sí tienen obligaciones que van más allá de su territorio o fronteras. Para comenzar, el preámbulo recuerda los artículos 55 y 56 de la Carta de la ONU sobre la obligación de los Estados miembros de la ONU de tomar medidas a través de la cooperación internacional para el respeto universal de los derechos humanos. Esto reconoce el hecho de que el respeto de los derechos humanos en un Estado depende de las acciones de otros Estados y que, por lo tanto, los Estados tienen obligaciones de derechos humanos que van más allá de sus fronteras.
La definición de jurisdicción en virtud del artículo 5 del proyecto reconoce el carácter extraterritorial de la jurisdicción adjudicativa de los Estados. Reconoce claramente que los individuos y los grupos pueden emprender acciones legales contra las corporaciones, que pueden presentarse ante el tribunal de los estados donde la corporación tiene su “sede estatutaria, administración central, interés comercial sustancial, subsidiaria, agencia, sucursal, oficina de representación o similares".
El Artículo 8.8 sobre los Derechos de las Víctimas, proporciona a las víctimas acceso a medios diplomáticos y consulares para garantizar su derecho de acceso a la justicia y los recursos. Esto es particularmente pertinente en casos de abusos de derechos humanos cometidos por empresas transnacionales para permitir que las víctimas accedan a la embajada del Estado donde la empresa responsable del abuso de los derechos humanos tiene su sede en el territorio del Estado donde se encuentran las víctimas. Este es un reconocimiento de la obligación extraterritorial de los derechos humanos de los Estados de proporcionar acceso a la justicia y los recursos al hacer que sus embajadas en el extranjero estén disponibles como un primer punto de contacto para las víctimas de abusos contra los derechos humanos cometidos por empresas.
Los requisitos de diligencia debida para las empresas en virtud del artículo 9 sobre prevención también tienen un carácter extraterritorial, que reconoce implícitamente la obligación extraterritorial de los Estados de proteger los derechos humanos al regular las actividades extraterritoriales de las empresas comerciales bajo su jurisdicción y control. En virtud del artículo 9.1, los Estados deben garantizar que las empresas con carácter transnacional “asuman obligaciones de diligencia debida a través de dichas actividades económicas”, que incluyen actividades comerciales extraterritoriales. Bajo el art. 9.2e y f las evaluaciones de impacto pre y post ambientales y de derechos humanos que deben realizar las empresas deben cubrir sus actividades, así como las de sus subsidiarias, entidades bajo su control y reflejadas en todas sus relaciones contractuales. Aquí, nuevamente, este requisito tiene implicaciones extraterritoriales.
El artículo 10 sobre responsabilidad legal es también un reconocimiento implícito de la obligación extraterritorial de los Estados de proteger los derechos humanos. En virtud de las leyes civiles, penales y administrativas de los Estados, se exige a los Estados que responsabilicen a las personas físicas y jurídicas de los abusos contra los derechos humanos cometidos en el contexto de las actividades comerciales transnacionales. Esto se detalla en el artículo 10.6 sobre el régimen de responsabilidad civil que los Estados deben adoptar en virtud de sus sistemas jurídicos. En virtud de este artículo, las empresas transnacionales son responsables de los abusos contra los derechos humanos que se producen durante sus operaciones. El artículo 10.8 sobre responsabilidad penal también tiene un componente extraterritorial, ya que las ETN serán responsables de los abusos contra los derechos humanos cometidos directamente o a través de intermediarios.
Además, en materia de responsabilidad penal, el artículo 10.11 requiere que los Estados tengan jurisdicción universal, que tengan jurisdicción independientemente del lugar donde se cometió el delito y de tener algún vínculo con el autor o la víctima, por violaciones de derechos humanos que constituyan delitos.
Sin referirse a las ETO, el Artículo 11 sobre asistencia legal mutua también tiene un efecto extraterritorial, al exigir a los Estados que ayuden a otros Estados partes a iniciar y llevar a cabo investigaciones, así como también procesos, durante los procedimientos judiciales y también para hacer cumplir las decisiones judiciales. Tal asistencia legal mutua claramente requiere que los Estados tomen acciones más allá de sus fronteras. Esto se refleja en gran medida en el artículo 12 sobre cooperación internacional, que también reconoce el hecho de que el respeto y la protección de los derechos humanos en un Estado también dependen de las acciones de otros Estados.
El Artículo 13.6 también contiene disposiciones implícitas relacionadas con las obligaciones extraterritoriales de los Estados de respetar y proteger los derechos humanos, ya que los Estados deben garantizar que los futuros acuerdos de comercio e inversión no entren en conflicto con el presente tratado y no perjudiquen la realización de los derechos humanos en ninguno de los dos estados parte. Por lo tanto, los Estados deben garantizar que los acuerdos de comercio e inversión en los que son parte no contribuyan a los abusos contra los derechos humanos cometidos por corporaciones bajo su jurisdicción y control en las otras partes de dichos acuerdos.
La obligación de los Estados en virtud del artículo 15.1 de tomar todas las medidas necesarias y las acciones para garantizar el monitoreo adecuado y la implementación efectiva del tratado también tiene un componente extraterritorial, ya que requeriría que los Estados tomen medidas con implicaciones más allá de sus fronteras, por ejemplo con respecto a las obligaciones de diligencia debida de las empresas o sus proveedores.
La creación de una Conferencia de las Partes en virtud del artículo 14, cuyo mandato consiste en contribuir con los desarrollos necesarios para cumplir el propósito del tratado, puede entenderse como parte de la obligación extraterritorial de los Estados de cumplir los derechos humanos. Tal obligación requiere que los Estados contribuyan, a través de la cooperación y asistencia internacional, a la creación de un entorno internacional propicio para la realización de los derechos humanos.
Este lenguaje necesita cambiar porque: 
La obligación de los Estados de respetar los derechos humanos, incluso extraterritorialmente, en el contexto de las actividades de las ETN es algo que falta en el proyecto de tratado. Esto se refiere a la obligación de los Estados de evitar tomar medidas que contribuyan a los abusos contra los derechos humanos cometidos por las ETN o actuar en complicidad con las ETN que cometen abusos contra los derechos humanos.
El artículo 5 relativo a la jurisdicción es demasiado restrictivo, ya que solo se refiere a la jurisdicción adjudicativa, es decir, en qué casos tienen competencia judicial sobre los casos. Sin embargo, los Estados también pueden tener jurisdicción para fines reglamentarios, tal como se describe en el principio 9 de los Principios de Maastricht sobre Obligaciones Extraterritoriales. Por lo tanto, el artículo 5 sobre jurisdicción debe ampliarse o cambiarse de nombre a “Competencia judicial”.
Si bien el artículo 5 sobre jurisdicción y el artículo 10 sobre responsabilidad legal reconocen claramente la competencia de los Estados para responsabilizar a las ETN por los abusos contra los derechos humanos que cometen en el extranjero, el derecho corolario de las víctimas a acceder a la justicia en los tribunales donde se basan las ETN no está explícitamente previsto en Artículo 8 sobre los derechos de las víctimas. Además, el artículo 8 no permite explícitamente que las víctimas rindan cuentas a las diferentes entidades vinculadas al TNC e involucradas en los presuntos abusos contra los derechos humanos.
Los requisitos de divulgación en virtud del artículo 9.2d sobre prevención no son suficientes para alinearse con las obligaciones extraterritoriales de los Estados de proteger los derechos humanos. Los estados también deben exigir a las empresas transnacionales que divulguen información sobre las empresas y otras entidades jurídicas a las que están vinculadas a lo largo de sus operaciones. Esto, por lo tanto, facilitaría la rendición de cuentas y el acceso a la justicia y los recursos para las víctimas, quienes muy a menudo no pueden demostrar la responsabilidad de las empresas involucradas debido a las difíciles estructuras y la red de actores involucrados en las actividades comerciales transnacionales.
Aunque el artículo 10.1 obliga implícitamente a los Estados a responsabilizar a las ETN de acuerdo con sus leyes nacionales por abusos de derechos humanos en todas sus operaciones comerciales, el lenguaje aquí podría fortalecerse para aclarar que esto incluye abusos de derechos humanos que ocurren dentro o más allá de sus fronteras.
Aunque el artículo 13.6 mencionado anteriormente contiene algunos aspectos positivos con respecto a las obligaciones extraterritoriales de los Estados, el artículo en su conjunto es contradictorio, ya que el artículo 13.3 establece que el tratado no restringe las obligaciones y los derechos que los Estados tienen en virtud del derecho internacional y, por lo tanto, no afirma claramente la primacía de los derechos humanos sobre otros tipos de acuerdos. En este sentido, este artículo debe fortalecerse afirmando que los mecanismos de resolución de disputas entre inversionistas y Estados en el contexto de los acuerdos de comercio e inversión deben estar prohibidos en los casos en que las decisiones puedan socavar la capacidad de los Estados para cumplir con sus obligaciones de derechos humanos.
El Artículo 15.4 sobre actividades comerciales en áreas afectadas por conflictos no contiene un lenguaje fuerte, simplemente requiere que los Estados presten “atención especial” a los casos en estas áreas. En este caso, el texto debe reforzarse cambiando la redacción por “los Estados están obligados a respetar y proteger los derechos humanos en su territorio o más allá de sus fronteras con respecto a las actividades comerciales en áreas afectadas por conflictos..." 

